Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 11:07). 
—Antes que nada, debo informar que el contador Viera no podrá concurrir. 


SEÑOR CARDOSO.- Tengo entendido que ha tenido problemas para recibir la información. En 
consecuencia, sugiero que se agende otra día pues considero importante su comparecencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo agendaremos, señor Senador. 


Por otro lado, tenemos confirmada la visita del contador Juan Pedro Cantera y del contador 
Alexander Fry. 


A continuación vamos a hacer una puesta a punto del listado de quienes han sido 
convocados, por lo que solicito a secretaría que nos informe. 


SEÑORA SECRETARIA.- Para el mes de octubre tenemos confirmadas las siguientes visitas: martes 
6, a las 15 y 30, contadora Rosario Pinto y, el mismo día, a las 17, el ingeniero José Pastorino; el 
miércoles 21, a las 9 y 30, la Comisión recibirá al economista Fernando Lorenzo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De la lista mencionada oportunamente, ¿quién faltaría confirmar? 


SEÑORA SECRETARIA.- También tenemos confirmado al economista Mario Bergara para el miércoles 
14 alas 18. 


De la lista faltan confirmar: el economista Ricardo Pascale, quien está de viaje hasta fines de 
setiembre; Nymia Almeida, que estaba en México; la contadora Laura Adaime; el contador Martín 
Ibarboure, que fue operado del corazón, y el ingeniero Alejandro Paolini, quien no ha llamado ni 
respondido el correo electrónico. 


SEÑOR MIERES.- Entiendo que las listas adicionales de posibles invitados presentadas por el Partido 
Nacional, el Senador Bordaberry y quien habla todavía no fueron votadas. 


Por otra parte, solicito a la secretaría que nos ponga al día en cuanto a la documentación 
recibida, porque tenemos nueve CD —o sea, abundante material—, lo que significa que prácticamente la 
información está completa. 


SEÑORA SECRETARIA.- El material está al día; falta sacar fotocopias. 


SEÑOR CARDOSO.- Con las convocatorias que se anunciaron, si no entendí mal, estaríamos 
terminando el mes de octubre con el primer capítulo. Por tanto, sugiero a la Comisión considerar la 
posibilidad de que en el mes de octubre —quizás el 21 como máximo, día en que tendremos la 
presencia del ex-Ministro Lorenzo- podamos terminar con las convocatorias y, eventualmente, elegir 
un día adicional para sesionar en forma extraordinaria a fin de recibir a todas las personas cuya 
concurrencia está pendiente y poder iniciar el tratamiento del capítulo segundo. No podemos perder de 
vista que aún nos quedan dos capítulos más y vamos a estar terminando con la consideración de este 
primer capítulo recién en el mes de octubre. 


Entonces, reitero que sería conveniente fijar un día adicional —de pronto, los jueves— para que 
podamos agrupar las convocatorias que están pendientes y finalizar así con las visitas relacionadas 
con el capítulo primero que estamos analizando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Comparto la propuesta del señor Senador Cardoso. Creo que, además, 
tendríamos que comenzar a pasar en limpio los nombres que están propuestos para convocar cuando 
consideremos el capítulo segundo, tratando de hacer un esfuerzo por optimizar esas convocatorias. Me 
parece que tendríamos que considerar cuáles son las convocatorias más relevantes del listado que 
tenemos, ya que quizás haya algunos nombres sobre los cuales eventualmente podamos discutir. 


SEÑOR MIERES..- El criterio debería ser que no es necesario que se completen las citaciones del 
capítulo primero si hay personas que están dispuestas a venir antes, ya sea para tratar el capítulo 
segundo o aun para el tercero porque todos tenemos información y documentación variada sobre los 
distintos temas. Entonces, de acuerdo con la regla matemática, en este caso «el orden de los invitados 
no altera el producto». 


Creo que eso ayudará a acelerar el ritmo de avance del trabajo de la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sugiero repasar la lista de las personas a convocar para analizar el resto de 
los capítulos y ponerla a consideración de la Comisión. 


En la propuesta del Partido Nacional para analizar los puntos contenidos en el capítulo tres 
figuran: Juan Romero, Juan Bentos, Juan Gómez -—director de Ancap—, Roger Apoj —subgerente 
general de Cementos del Plata—, Valter Cardeal de Souza  -—Presidente de CGTEE-, Sereno Chaise 
Vicepresidente de la misma empresa-— y Carlos Peláez, periodista de radio El Espectador. 


Por su parte, el señor Senador Bordaberry presentó una lista de personas a convocar para 
considerar los puntos relativos a la situación económico-financiera que todavía no fueron citadas. Ellas 
son la contadora María del Carmen Giraldez —exgerente económico-financiera— y Selva Martínez, 
funcionaria de Ancap. ¿Tiene cargo gerencial? 


SEÑOR BORDABERRY.- No sé si el cargo es gerencial porque Ancap tiene un escalafón de cargos 
medio raro; ahí son todos gerentes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En la lista también figuran: Susana Caimi, jefa de cuentas corrientes de 
Ancap, y Cristina Ferrari, técnica económico-financiera del ente. Esto está vinculado al caso Pluna. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica). 


-A efectos de cerrar el capítulo primero, si los señores Senadores están de acuerdo 
incorporamos la propuesta del señor Senador Bordaberry. Por lo tanto, estaríamos citando a la 
contadora María del Carmen Giraldez —exgerente económico-financiera— y a tres funcionarias de 
Ancap: las señoras Selva Martínez, Susana Caimi y Cristina Ferrari. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la propuesta presentada. 
(Se vota). 
5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Consulto al señor Senador Mieres si en su propuesta figuraba algún otro invitado con relación 
a este capítulo. 


SEÑOR MIERES.- No, señor Presidente. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos en condiciones de avanzar hacia el próximo capítulo. Primero 
tomaremos la lista del Partido Nacional y luego continuaremos con la siguiente. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica). 


Con respecto al capítulo tres, la Comisión estaría de acuerdo en citar “tomando en cuenta la 
propuesta del Partido Nacional- al gerente de la División Pórtland, señor Juan Romero, al director de 
Ancap, señor Juan Gómez, al subgerente general de Cementos del Plata, señor Roger Apoj, al 
Presidente de CGTEE, señor Valter Cardeal de Souza y a su Vicepresidente, señor Sereno Chaise, y al 
periodista de radio El Espectador, señor Carlos Peláez. 


SEÑOR MIERES.- No los organicé por capítulo pero, en todo caso, después propondremos los 
nombres en un paquete y los ordenamos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con relación a este capítulo, el señor Senador Bordaberry propone convocar 
al gerente de Negocios Energéticos de Ancap, ingeniero José Pastorino, que depondrá sobre el 
funcionamiento, las demoras y los sobrecostos de la planta desulfurizadora, y al gerente de Relaciones 
Institucionales y Comunidad, señor Pablo Bernengo, que responderá sobre los criterios, 
procedimientos y gastos en materia de publicidad. En realidad, esto estaría dentro del capítulo dos. Las 
22 denuncias están distribuidas en base a tres capítulos. 


SEÑOR DELGADO.- Nosotros seguimos el índice de los doce capítulos, pero después se juntaron. 
Solicito que se incorporen los nombres que proponemos en el capítulo cuatro, que refiere a publicidad, 
O por lo menos que se mencione en el capítulo siguiente cuáles son los ítems de la denuncia original 
que están comprendidos para incorporar a todos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sucede lo mismo que conversamos sobre la propuesta del señor Senador 
Bordaberry, este punto que menciona el señor Senador Delgado no estaría en el capítulo tres, sino en 
el siguiente, es decir, en el capítulo cuatro. Eso es cierto. 


¿Sobre estos nombres estaríamos aprobando la convocatoria? 
SEÑOR DELGADO.- ¿Respecto a la planta de cal? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Sí. 


SEÑOR DELGADO.- En realidad, íbamos a incorporar uno. Estamos esperando la información de 
Ancap sobre la empresa Pleno Verde, que es la que hace los fletes a Candiota, a CGTEE, pagada por 
Ancap. El gerente dijo que era uruguaya, pero con camiones brasileños. Tenemos los datos de que, en 
realidad, es una empresa brasileña, que usa camiones brasileños y tiene choferes brasileños. Una vez 
que tengamos el dato del titular de la empresa —es el dato que pedimos cuando vinieron el Presidente 
Coya y el gerente Romero, quienes quedaron en enviarlo—, habría que citarlo. Reitero: estamos 
esperando eso para hacerlo, pero desde ya quiero adelantar que Pleno Verde —o como se llame, pues 
parece que Pleno Verde es un nombre de fantasía, y se llamaría Transporte— es una sola empresa que 
transporta la cal desde Treinta Tres a Candiota, y creemos importante la comparecencia de su titular 
ante esta Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que debemos reconsiderarlo cuando tengamos el nombre de la persona. 


SEÑOR DELGADO.- En todo caso, la secretaría podría reiterar esa información puntual para no 
descolgarlo del resto de las citaciones del capítulo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está bien. 


SEÑOR DELGADO.- Tengo el nombre, pero prefiero que lo diga, oficialmente, Ancap. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estaríamos haciendo la consulta a Ancap respecto a este tema. 
Corresponde votar, pues, la lista que presentó el señor Senador Bordaberry. 
Se va a votar. 

(Se vota). 

5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En realidad, como se está citando al señor Bernengo, gerente de relaciones públicas, que se 
vincula con el capítulo cuatro, el Partido Nacional agregaba los siguientes nombres: Susana Pérez, 
gerente de comunicación corporativa; Pablo Álvarez, socio de La Diez, y Patricia Lussich, Presidenta 
de Audap. 


SEÑOR DELGADO.- Nos gustaría que se citara al señor Marcelo Rodríguez, socio de Latin Design 8: 
Events S.R.L., que es la empresa que ha trabajado en la organización de eventos. En definitiva, 
hablamos de Susana Pérez, Pablo Bernengo, Pablo Álvarez, Patricia Lussich y Marcelo Rodríguez. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la convocatoria a estas personas. 
(Se vota). 
5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR MIERES.- Entre todos los nombres que hemos propuesto, habría uno que refiere al primer 
capítulo de la organización que asumimos acá; me refiero a Alejandro Paolini, gerente de Auditoría. 
Nos gustaría citarlo a fin de que respondiera sobre la evaluación de los proyectos de inversión de 
Ancap. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que ya fue citado, señor Senador. 
(Dialogados). 
SEÑOR MIERES.- Perfecto, señor Presidente. 


Con respecto al segundo capítulo, queremos agregar a dos personas que quizás ya estén en 
alguna lista, pero no he escuchado sus nombres. Me refiero a la gerenta de Comercio Exterior, 
ingeniera Nuncia Spagna, y al señor Guillermo Boam, jefe de la terminal petrolera de José Ignacio, 
para que se refiera a los temas vinculados con las actividades de la barcaza y del remolcador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la incorporación de los nombres propuestos por el señor 
Senador Mieres. 


(Se vota). 
—7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Vamos a pedir a secretaría que una vez que contemos con la versión taquigráfica nos pase 
una lista actualizada de todos los nombres acordados para ser citados, a los efectos de planificar cómo 
podemos organizar de la mejor manera las sesiones. Tal vez podríamos tener dos o tres citaciones por 
día. 


SEÑOR MIERES.- Por mi parte, quiero solicitar a secretaría que más allá de intentar mantener un 
orden por partes, no tenga en cuenta los aspectos a los que se vaya a referir cada invitado, sino que se 
vayan llenando los espacios en función de la disponibilidad de cada uno. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para terminar con el punto referido a las citaciones, voy a repasar algunas de 
las que hemos acordado en base a la propuesta del señor Senador Bordaberry y que se vinculan con 
el capítulo cinco. Estoy hablando del tema de los cheques de Pluna, donde el Partido Nacional también 
tenía una propuesta, en alguna medida coincidente y, en otra, no. De acuerdo con lo votado en relación 
con la propuesta del señor Senador Bordaberry, el Partido Nacional propone citar a José Cabrera, 
exgerente financiero de Pluna, a Jorge Lepra, exgerente general de Pluna, al contador Alexander Fry, 
director de KPMG, quien está citado para el día de hoy -obviamente, no lo volveremos a citar— y a 
Leonardo Bianchi, gerente de Servicios Jurídicos. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica). 


SEÑOR DELGADO.- Entregamos una nómina que quizás no esté actualizada. En la del otro día se 
incluía a Matías Campiani, que era el Presidente de Pluna. El objetivo, obviamente, es conocer la 
versión de Pluna sobre la habilitación de un pago a 180 días y en qué condiciones se hizo, 
contraviniendo las normas internas de la propia empresa Ancap. Esto tiene antecedentes; tengo aquí 
algunos convenios de pago firmados previamente entre Pluna y Ancap que, en algunos casos, se 
incumplieron. Es decir que hay antecedentes de incumplimiento por parte de Pluna a Ancap entre los 
que hay convenios de pago firmados por Matías Campiani, Presidente de Pluna, y Raúl Sendic, 
Presidente de Ancap. Esto es previo al proceso de los 180 días, la deuda y el quiebre de Pluna. 
Entonces, ya que firmaron convenios de pago —que creo que son dos— y no se cumplieron y el que 
firmó por parte de Pluna fue Campiani, nos pareció importante citar al Presidente de Pluna de la época 
o, por lo menos, invitarlo para hablar de ese tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por lo tanto, el Senador Delgado agrega dos nombres a la lista que leímos. 
SEÑOR DELGADO.- Uno solo porque el contador Pérez ya estaba. 


Más allá de estas precisiones, estaría agregando al contador Delgado del Tribunal de 
Cuentas, que además fue uno de los actores de la denuncia a nivel de la justicia. 


El segundo nombre es del de Matías Campiani con el argumento que di previamente. Se 
firmaron varios convenios previos entre los Presidentes de Pluna y Ancap, Campiani y Sendic, que se 
incumplieron por parte de Pluna, previo a la deuda cuando se dieron los cheques diferidos por 180 
días. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con relación a Campiani, ¿lo que plantea el Senador es que dé cuenta de los 
convenios firmados? 


SEÑOR DELGADO.- Justifico la invitación a la Comisión en función de que era el Presidente de la 
empresa y uno de los principales clientes privados que tenía Ancap. Se generó la situación de que se 
le habilitó pagar con cheques diferidos de 30 a 180 días, previo al quiebre de Pluna con una deuda de 
USD 30:000.000, pero además están los antecedentes de algunos convenios de pago por deudas 
anteriores que no se cumplieron y están firmados por el propio Campiani. 


Asimismo, nos interesa conocer la versión de Pluna de cómo se habilitó este mecanismo por 
el cual se le dio 180 días de plazo para pagar en una situación harto comprometida por lo menos en 
términos económicos y financieros, que no solo tenían antecedentes sino que, además, eran de pública 
notoriedad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me quedan dudas en cuanto a la fundamentación de la citación, aunque no la 
deniego. No estamos investigando las acciones de Pluna sino las de Ancap. Estos temas fueron 
sujetos a una investigación administrativa e, incluso, se cuenta con copias de los acuerdos Pluna— 


Ancap. De esa indagación surgió que se dieron fallas administrativas al aceptarse cheques fuera de 
plazo en función de lo que establecía el contrato. A su vez, estamos citando a las personas de Ancap 
involucradas, para saber cómo fue ese proceso administrativo y en qué consistieron las inconsistencias 
internas. No entiendo qué puede aportar el señor Campiani ya que, reitero, se trata de un tema interno 
de Ancap y no de Pluna. 


SEÑOR DELGADO.- Tenemos en nuestro poder los convenios firmados entre Campiani y el señor 
Vicepresidente Sendic por atrasos en el pago del combustible, que luego se incumplieron. 


Cabe destacar que ante el tratamiento de varios de los capítulos, estamos citando a 
empresas de las cuales Ancap es proveedor. Sin duda existen situaciones y negocios que llevaron a 
los hechos denunciados. Estamos investigando lo sucedido en la planta de cal, en ALUR, en el tema 
Pórtland, es decir, a representantes de empresas vinculadas en negocios de Ancap. En este caso, la 
invitación es al Presidente de una empresa que incumplió con el ente. Quiero saber si se llevó a cabo 
una propuesta formal para pasar los pagos de 30 a 180 días, si se habló con gerentes o con el 
entonces superior de la gerencia financiera o si hubo algún tipo de propuesta de pago que se 
formalizara en un documento. La investigación administrativa de Ancap tiene que ver con los 
funcionarios, no con las empresas externas. Parte de la función de la Comisión Investigadora es 
conocer la visión y cuáles fueron los fundamentos de la empresa para solicitar la extensión del plazo, 
con correspondientes consecuencias. Reitero, no es en el único caso, estamos convocando también a 
representantes de otras empresas. Por ejemplo, vamos a aprobar la citación de empresarios privados 
vinculados con negocios con Ancap. En este caso, una pérdida de USD 30:000.000 me parece motivo 
más que suficiente para citar al Presidente de la empresa. Esto, por sí, fundamentaría la citación, pero 
debemos tener en cuenta que esta empresa había firmado algunos convenios con Ancap, que en 
algunos casos se incumplieron y que sirven como antecedente de la situación a la que hemos llegado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que las situaciones no son comparables. Las sanciones administrativas 
a los funcionarios de Ancap se debieron a que los cheques no cumplían con el plazo fijado en los 
contratos entre esta empresa y Pluna. Por lo tanto, no hay dudas acerca de que los plazos de los 
cheques no correspondían a lo establecido, lo que ameritó la investigación administrativa. Por ende, 
sigo sin comprender el porqué de la citación. De todas formas, no hago cuestión; simplemente deseo 
precisar los motivos por los que se va a interrogar al señor Campiani. 


SEÑOR MIERES.- Si existen dudas por parte de la bancada del partido de Gobierno, podríamos 
postergar la decisión, evaluarla de manera más tranquila y tomar una definición al respecto en la 
próxima sesión, antes de la comparecencia de alguno de los invitados. 


SEÑOR CARÁMBULA.- En el mismo sentido que lo ha hecho el señor Senador Mieres quiero decir 
que, sobre el tema Pluna, la Comisión Investigadora ha tenido varias oportunidades de consultar al 
directorio y a los distintos asesores. Además, se han explicitado los procedimientos que ha llevado 
adelante Ancap con respecto a los convenios con Pluna. 


Comparto lo expresado por el señor Presidente en cuanto a la fundamentación y me sumo a 
la propuesta del señor Senador Mieres de revisar la lista de posibles invitados y resolver el tema más 
adelante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se aprueba el resto de la lista y se deja pendiente la 
convocatoria al señor Campiani. 


(Se vota). 
—7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


La Mesa propone culminar con esta etapa de citaciones porque ya se ha avanzado bastante. 


SEÑOR MIERES.- Propongo incluir en la nómina al gerente de Negocios Diversificados de Ancap, 
ingeniero Gerardo Marcelli, para abordar la tercera parte de los temas, más especificamente la relación 
entre Ancap y ALUR. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Sería el último? 
SEÑOR MIERES.- Sí, señor Presidente. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se incluye en la lista al ingeniero Gerardo Marcelli. 
(Se vota). 
—7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


La Comisión Investigadora pasa a cuarto intermedio hasta la llegada del superintendente de 
Servicios Financieros del Banco Central del Uruguay, contador Juan Pedro Cantera. 


(Ingresa a sala el superintendente de Servicios Financieros del Banco Central del Uruguay, contador 
Juan Pedro Cantera). 


—En el día de hoy recibimos al superintendente de Servicios Financieros del Banco Central del 
Uruguay, contador Juan Pedro Cantera. Agradecemos su participación en esta Comisión. 


SEÑOR DELGADO.- Agradecemos la presencia del superintendente. 


Tenemos varias preguntas para formularle al señor Cantera. Para comenzar con la 
intervención, haré las tres primeras y luego iré profundizando en alguna de ellas. 


Obviamente, uno de los puntos incluidos en esta investigación tiene que ver con el atraso de 
los estados contables presentados por Ancap. El Presidente Coya ha hecho referencia a los balances 
de los años 2013 y 2014 y explicó que la razón de la demora se debió a la complejidad del grupo 
Ancap por las empresas subsidiarias. En ese sentido, hemos hecho referencia a que los balances de 
febrero y marzo de las empresas subsidiarias estaban firmados por el auditor y publicados en la página 
web del Banco Central. Es más, en la misma página web están publicados los balances de las 
siguientes empresas subsidiarias de Ancap: Ducsa, ALUR S.A., CABA S.A., Ancsol S.A., Cementos del 
Plata S.A., Gas Sayago S.A., Gasur y Gasoducto Cruz del Sur. Todas tienen dictamen de auditoria 
entre febrero y marzo. Sin embargo, no están publicados los de Carboclor, Winimax S.A., ATS S.A,, 
Pamacor S.A., Canopus Uruguay Ltda., Celemyr S.A., Agroalur S.A., DBS S.A. y Abigale S.A. ¿Qué 
empresas son estas? Son subsidiarias de subsidiarias y la pregunta es si se tuvo acceso, en el Banco 
Central del Uruguay, a esos balances y, si fue así, por qué no están colgados en la página web de la 
institución. Reitero que la mayoría de estas empresas de derecho privado son propiedad, integralmente 
y por efecto transitivo, de Ancap. 


SEÑOR CANTERA.- Buenos días. 


En primer lugar, quiero aclarar que entiendo que lo que se me pide de parte de esta Comisión 
Investigadora es dar un testimonio y, por lo tanto, trataré de evitar opiniones subjetivas; voy a intentar 
ser fiel a ese principio que debe regir. 


Con relación al atraso en los estados contables, quiero decir que tenemos dos categorías. En 
una está la propia empresa Ancap y, en la segunda, las subsidiarias. 


Somos supervisores del sistema financiero y puedo decir que cualquier empresa deudora de 
ese sistema debe ser evaluada por las instituciones financieras en su riesgo crediticio y tiene que 


presentar los estados contables en determinado plazo. Si este plazo es mayor que el previsto en la 
normativa del Banco Central para poder ser evaluada, empieza a generar un castigo en la clasificación 
de créditos que implica, para las entidades, tener que dotar a sus estados financieros de mayores 
previsiones por incobrabilidad. 


El atraso en la presentación de los estados contables de Ancap en el año 2014 con relación a 
los del año 2013 —se terminaron presentando, creo, en el mes de agosto del 2014— implicó que las 
empresas financieras que otorgan crédito tuvieran que clasificar con un mayor riesgo a esa empresa 
por el período de un mes, lo que se retrotrajo una vez que fueron presentados los estados contables y 
se pudo opinar sobre ellos y no en ausencia de información. 


Con relación a las subsidiarias, en el Banco Central, y en la Superintendencia de Servicios 
Financieros en particular, llevamos un registro de entidades con participación estatal. De acuerdo con 
una ley —no recuerdo el número-— se obliga a las empresas con participación estatal a que se registren. 
Desde el punto de vista de la función del Banco Central, solo tiene que registrar a las empresas que se 
inscriben y controlar que presenten la información financiera dentro de los plazos establecidos. Es 
obligación de las empresas con participación estatal hacer esa inscripción. Nosotros no tenemos los 
elementos como para investigar cuáles son las empresas que tienen participación estatal y que no se 
han inscripto; eso no está dentro de nuestras funciones. Nuestra función es recibir la inscripción de 
aquellas empresas que tienen esa característica. En ese sentido, las empresas que mencionó el señor 
Senador en su pregunta y que están inscriptas en el registro del Banco Central, efectivamente han 
presentado regularmente los estados contables con los informes de los auditores externos. En el caso 
de las empresas que a su vez sean subsidiarias de las empresas con participación estatal, no está 
claro que tengan que inscribirse o no están obligadas a inscribirse. 


SEÑOR CARDOSO.- Se puede deducir que las empresas que no tienen publicado su balance en la 
página web del Banco Central no están inscriptas. 


SEÑOR CANTERA.- En la página del Banco Central está el registro de todas las empresas que se han 
inscripto; allí pueden estar tanto las que han presentado su balance como las que no lo han hecho. En 
el caso particular de las empresas que se mencionaron, están los estados contables pero podría haber 
otras empresas con participación estatal que no estén relacionadas con Ancap, que eventualmente no 
hayan presentado sus estados contables. Se ha dado la situación de haber sancionado a algunas 
empresas con participación estatal por no haber presentado la información en tiempo y en forma. 


SEÑOR DELGADO.- Con relación a la pregunta del señor Senador Cardoso, mencioné algunas 
empresas subsidiarias de Ancap. En varias de ellas Ancap tiene el cien por ciento, en otras tiene un 
porcentaje de más del 90%. En todos los casos Ancap tiene participación por lo cual terminan siendo 
también de propiedad estatal. Son empresas que están inscriptas y que además presentaron estados 
contables en la fecha que mencioné y están colgados en la página. Omití hacer una referencia cuando 
dije que habían presentado la documentación entre febrero y marzo. Ancsol la presentó en abril y 
consta en la página web del Banco Central; sin embargo, las demás no aparecen. Esto no quiere decir 
que necesitemos la respuesta ahora; quizás no conozcan a muchas de estas empresas. Además, si 
tenían la obligación de presentar esto y no lo hicieron, no es responsabilidad del Banco Central. 
Ustedes no tienen por qué saber cuáles son las empresas estatales y cuáles son las subsidiarias. A su 
vez, las subsidiarias de Ancap tienen la propiedad de algunas de ellas. Ducsa tiene la propiedad de 
algunas de las que mencioné; ALUR tiene la propiedad de Agroalur. En caso de que no cuente con los 
datos o tenga que verificar la información, le voy a pedir que después, con tiempo, nos envíe esa 
documentación porque en este momento no tiene por qué contar con los datos exactos de estas 
empresas. Las menciono porque no lo encontramos publicado en al Banco Central por lo que, como 
decía bien el señor Senador Cardoso, se puede deducir que no están registradas o no presentaron la 
información. Estas empresas son: Carboclor, Winimax, ATS, Pamacor, Canopus, Celemyr, Agroalur, 
DBS y Abigale. Hemos chequeado la información que hay en la página web y no están registradas. En 
este caso, pedimos que se verifique si eso es así, es decir, si no están registradas en el Banco Central. 
De todos modos, lo que sí sabemos es que son propiedades subsidiarias. 


SEÑOR CANTERA.- Nosotros supervisamos a más de quinientas empresas, les pedimos información 
para inscribirlas en el registro y así poder ejercer nuestro derecho de seguimiento y supervisión de 


ellas. Como podrán imaginar, no recuerdo el nombre de esas quinientas empresas y, por otra parte, en 
muchas de ellas el nombre es de fantasía y no tiene que ver con su razón social. Están registradas 
todas las empresas que tienen participación estatal y la verdad es que no recuerdo que ninguna de 
estas empresas estuviera en ese registro. Entiendo que cuando estas empresas forman parte o son 
propiedad de empresas subsidiarias de Ancap, tienen que estar inscriptas y los estados financieros 
deberían ser sobre la actividad consolidada, comprendiendo, por tanto, su actividad. Por ejemplo, en el 
caso de una de estas empresas subsidiarias de Ducsa que aquí se mencionó, los estados contables de 
Ducsa deberían contemplar la consolidación de su actividad con las empresas que corresponde 
consolidar, particularmente en el control de esa empresa, por la vía de la participación accionaria 
mayoritaria, y eso debería estar reflejado en los estados contables y también en el dictamen de la 
auditoría interna. No sé si eso es así, pero debería serlo. 


SEÑOR CARDOSO.- Uno de los asuntos que estamos analizando respecto a la situación económica 
de Ancap, es el relativo al descalce de su moneda, es decir, el endeudamiento de Ancap, que parece 
muy difícil de administrar y de manejar. A partir del año 2012 el Banco Central y, en especial, la 
Superintendencia, ha establecido normas para poder analizar y cuidar especialmente el nivel de 
endeudamiento de las empresas. ¿Ustedes conocen el descalce de moneda y el endeudamiento de 
Ancap, que en el año 2004 fue de USD 110:000.000, en 2009 de USD 256:000.000 y, en 2014, de USD 
1.234:000.000? Me gustaría saber si en la Superintendencia del Banco Central se analizan estas 
cuestiones y si se tiene conocimiento de la situación financiera de una empresa pública como Ancap. 


Por otro lado, ¿en algún momento Ancap preguntó al Banco Central sobre los procedimientos 
y conveniencia del endeudamiento? ¿El directorio de Ancap, su presidencia o alguna gerencia hicieron 
consultas respecto de los procedimientos de endeudamiento, en qué moneda era más conveniente 
endeudarse, los plazos, las tasas de mercado, la pertinencia de endeudarse en pesos o en dólares, si 
era posible conseguir en plaza el financiamiento a través del endeudamiento en pesos o si era 
imprescindible o ineludible hacerlo en dólares? ¿Esto fue consultado y analizado? 


SEÑOR CANTERA.- Voy a empezar respondiendo la segunda pregunta. 


Soy Superintendente de Servicios Financieros del Banco Central del Uruguay y, por lo tanto, 
estoy a cargo de un servicio que tiene, dependiendo del directorio, una autonomía técnica y operativa 
en materia de regulación del sistema financiero. En ese contexto nunca recibí al directorio de Ancap, a 
su gerencia, ni a nadie que estuviera relacionado con la empresa, planteando consulta alguna con 
relación a cómo gestionar el endeudamiento de una empresa pública. Nunca lo recibí. Esa es mi 
respuesta. 


Si con el directorio del Banco Central hubo alguna gestión de estas características, no la 
Conozco. 


SEÑOR CARDOSO.- ¿Desde qué año integra la superintendencia? 


SEÑOR CANTERA.- Integro la superintendencia desde enero de 1983 —es decir, desde hace 32 años— 
y a partir del 19 de mayo de 2012 estoy a cargo de ella, o sea que desde esa fecha soy el 
Superintendente de Servicios Financieros. 


Con relación a la primera pregunta, referida al análisis que hacemos en el cumplimiento de 
nuestra función sobre el endeudamiento de las empresas y el descalce de monedas, me gustaría 
contextualizar la respuesta para que quede claro cuál es nuestra función, a través de la cual podemos 
estar accediendo a información relacionada con una empresa deudora del sistema financiero. 


Nuestra función principal es regular y supervisar para promover la solvencia del sistema 
financiero y de cada una de las empresas que la integran; a su vez, dentro del sector bancario, 
particularmente de los bancos. En ese contexto, tenemos que evaluar y valorar que los bancos tengan 
adecuadamente valuado y reflejado en sus estados contables el valor de sus activos. El principal activo 
de los bancos son los créditos, tanto al sector financiero como al no financiero. Dentro del primero de 
ellos tenemos al sector financiero nacional y al internacional, donde los bancos normalmente gestionan 


buena parte de la liquidez. Sin embargo, en el sector no financiero tenemos a todas las empresas y 
familias de la economía nacional, tomadoras de crédito en el sistema bancario. A su vez, dentro de las 
empresas están las públicas y las privadas, y el tratamiento que tenemos para que los bancos hagan 
su evaluación de la calidad del crédito y, por lo tanto, otorgar el valor que corresponde en sus balances; 
en este aspecto rigen las mismas reglas, tanto para una empresa pública como para una privada. Sí 
distinguimos si es sector financiero o no financiero y, en este caso, Ancap entra dentro de los criterios 
de evaluación como cualquier empresa. Dentro de los criterios que se otorgan pueden hacerse 
consideraciones particulares con relación al tamaño del sector de la economía al que pertenece, a las 
características monopólicas que pueda tener en algunos de los rubros que maneja y al hecho de ser 
propiedad del Estado, que es una característica bien distinta con respecto a cualquier otra empresa. 


Quiero contextualizar que nosotros vamos a los bancos a ver cómo evaluaron a la empresa a 
la que le dieron crédito y, en función de si la evaluación se hizo de acuerdo a las normas que 
establecen cómo debe realizarse una evaluación del crédito, podemos opinar si el banco ha hecho bien 
o no ha hecho bien su trabajo. Eventualmente, si no lo ha hecho bien, podemos instruirle a modificar la 
categoría de riesgo, que tendrá o no impacto en lo que son las previsiones y, por lo tanto, la valuación 
contable de ese crédito a esa empresa. 


Dentro de las pautas y de las normas que tenemos para que los bancos realicen la evaluación 
de la calidad del crédito, hay que considerar cuáles son los distintos componentes de sus estados 
financieros; particularmente, cuando existe un descalce de moneda —eso implica que existe una 
obligación o un préstamo en moneda extranjera que tendrá que ser devuelto al banco-—, el banco tiene 
que evaluar en distintas situaciones de estrés el impacto que puede producir una eventual depreciación 
de la moneda uruguaya en los estados financieros de la empresa deudora y de ahí sacar conclusiones 
respecto a si esa evaluación en situación de estrés tendrá un impacto en la capacidad de pago del 
crédito otorgado. En el caso particular de Ancap, eso es evaluado por las instituciones financieras 
otorgantes de créditos a Ancap como se hace para cualquier otra empresa-— y los inspectores del 
Banco Central evalúan que los bancos hayan realizado adecuadamente ese trabajo. El hecho de que 
estén descalzados puede o no ser un inconveniente; lo que sí es claro es que se trata de un riesgo que 
debe ser controlado. Los bancos tienen que evaluar y determinar, en el caso de que exista una 
depreciación, por ejemplo, del 35% —lo que constituye un escenario fuertemente adverso—, cuál es el 
impacto que tiene en la capacidad de pago a lo largo de un año. 


SEÑOR CARDOSO.- Entiendo perfectamente su respuesta. 


La empresa Cementos del Plata S.A., que es 100% propiedad de Ancap, tiene categoría 4 en 
el sistema financiero, lo cual significa que es altamente probable que no pueda cumplir con sus 
obligaciones. Resulta un poco extraño que una empresa propiedad del Estado figure en un banco 
como que es muy probable que no pueda pagar. El Banco Central conoce esa situación. Mi pregunta 
tiene por objeto conocer cómo interactúa el sector público, ya que tanto el Banco Central como Ancap 
pertenecen a ese sector. Insisto: queremos conocer cuál es el nivel de interrelación del sector público. 
Los inspectores de Ancap saben porque ven que el Banco le prestó dinero a Cementos del Plata S.A y 
esta no puede pagar, porque el mismo banco la categoriza 4. Ahora bien, por tratarse de una empresa 
pública, ¿el Banco Central informa esta situación al Ministerio de Economía y Finanzas, a la propia 
Ancap, que era propietaria de Cementos del Plata S.A? ¿Existe un mecanismo para que eso suceda? 
¿O el Banco Central solamente se ocupa de cuidar que el banco que le prestó a Cementos del Plata 
S.A. cumpla con la normativa del Banco Central, aunque lo que esté pasando ahí adentro involucre 
también a una empresa pública? Quisiera saber si hay información, es decir, si el Banco Central le dice 
al Ministerio de Economía y Finanzas que hay una empresa pública que no puede pagar sus cuentas 
en el sistema financiero. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a complementar la pregunta realizada por el señor Senador Cardoso a 
efectos de entender el tema de las categorizaciones en el sistema financiero. 


En muchas oportunidades hemos recibido denuncias, no de grandes empresas sino de 
titulares de tarjetas de crédito que, por incumplimientos puntuales —producto de situaciones por las que 
han pasado muchos trabajadores en este país—, terminaban categorizados como 4 o 5, lo que los 
convertía en parias crediticios por muchísimo tiempo. No sé cómo estará funcionando esto ahora, pero 


puedo decir que era enormemente dificultoso salir de esa situación —estamos hablando de trabajadores 
categorizados como 5- porque el proceso de comunicación y actualización de la recategorización del 
Banco Central era muy lento. Estamos hablando de lo que sucedió años atrás, no en estos últimos. 
Después de la crisis del año 2002, fue un drama para muchísima gente que los incluyeran en la 
Categoría 5 —no 4 como hacía referencia el señor Senador Cardoso— por dejar de pagar dos, tres, 
cuatro meses una tarjeta de crédito. 


Planteo esto, simplemente, para entender el tema de las categorizaciones y cómo están 
funcionando. 


SEÑOR CARDOSO.- Quiero separar mi pregunta de la que acaba de hacer el señor Presidente que es 
general y no corresponde al tema que se está analizando en la Comisión. No estamos analizando 
cómo se comporta el Banco Central con los ciudadanos, sino cómo se relaciona con Ancap y con sus 
subsidiarias; ese es el motivo de esta investigadora. Mi pregunta apunta —respeto mucho la 
pregunta del Presidente pero no la comparto porque no tiene que ver con el tema en discusión— a 
conocer cómo funciona el Banco Central en lo que tiene que ver con el tema del debate, es decir, el 
endeudamiento de la empresa Ancap y sus subsidiarias. Concretamente, hice una pregunta con 
respecto a Cementos del Plata que está dentro de la Categoría 4, formando parte de las empresas que 
no pueden pagar o surge que es altamente probable que no pueda cumplir con sus obligaciones. Esa 
es la descripción de la Categoría 4. Estamos hablando de una empresa pública y no de una persona 
porque en esta Comisión no estamos analizando la situación general del país, sino de Ancap en 
particular. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a aclarar el motivo de la pregunta que se refería a las categorizaciones, 
no sobre los ciudadanos. Como vi que al señor Senador Cardoso lo preocupaba y, prácticamente, 
parecía que generaba una alarma social que una empresa estuviera categorizada en el nivel 4, señalé 
que muchísimos ciudadanos por el incumplimiento con sus tarjetas de créditos estaban categorizados 
en el nivel 5. Por tal razón mi interés apuntaba a saber cómo categoriza el Banco Central, tanto a los 
ciudadanos como a las empresas. 


SEÑOR CANTERA.- La normativa del Banco Central con respecto a los criterios y pautas sobre las 
cuales los bancos tienen que evaluar los créditos que están otorgando y, por lo tanto, cómo se refleja 
su valor en el activo del balance que, en definitiva es lo que responde a los depositantes, que son los 
que están financiando todos esos créditos, se separa en dos características principales. La primera es 
una característica claramente objetiva, es decir, si el cliente paga o no el crédito y, en función del atraso 
que tenga en dicho pago, va empeorando la calificación y la previsión que tiene que hacer el banco en 
sus balances. Para simplificar, esa categorización va de 1 a 5 —aunque la Categoría 1 se separa en dos 
y con la Categoría 2 sucede lo mismo-—, donde la 5 es la de aquel cliente que ha pasado, al menos, 180 
días sin pagar un crédito y, por lo tanto, el banco tiene que previsionarlo en un 100% contra sus 
resultados. La responsabilidad de la clasificación es del banco y la tiene que informar al Banco Central 
y a la Central de Riesgo Crediticio que lleva la institución. Ese es el medio por el cual cualquiera puede 
enterarse, porque la información es accesible a través de la página web del Banco Central. 


Los clientes que tienen inconvenientes en ese aspecto tienen la posibilidad de negociar con la 
institución bancaria cualquier arreglo y también existen normas por las cuales se determina la 
clasificación de aquellos deudores que realizan acuerdos para poder cancelar la deuda. 


Con relación a la segunda categoría que es más subjetiva, consiste en que el analista del 
banco tiene que evaluar la capacidad de pago de ese deudor. Dentro de la capacidad de pago van a 
estar considerando cuál es la relación entre el préstamo y los ingresos de la persona, si es una 
persona física y, en el caso de una empresa, va a ser un poco más complejo porque existen otras 
variables a considerar en el momento de hacer la evaluación del crédito. 


En el caso particular de Cementos del Plata, no dispongo de la información que explique por 
qué los bancos en los que tiene créditos la han clasificado como categoría 4. Podría ser que no hubiera 
cumplido con sus obligaciones pero no creo que sea esa la razón, sino que tal vez estén evaluando su 
capacidad de pago. Allí hay una cantidad de elementos que son de análisis financiero, pero también 
otros que tienen algún grado de objetividad. Si ha tenido resultados perdidosos en los últimos 


ejercicios, si estos tienen un impacto significativo en el patrimonio, si además puede verse afectado el 
capital de trabajo y si existen elementos que dejen percibir que otros aspectos puedan estar afectando 
la capacidad de pago, estaría comprendida dentro de las características que tiene la categoría 4, que 
están explicitadas en la norma y que al banco le obligan a decir que es un deudor que está dentro de lo 
que denominamos «deudor con alta probabilidad de no pago». 


Con respecto a la comunicación que puede existir desde el Banco Central hacia el resto del 
sector público en cuanto al endeudamiento o a las características de la calificación que tengan las 
empresas deudoras del sistema financiero, debo decir que nosotros no informamos ni producimos 
informes sobre la calificación que dan los bancos a las empresas públicas o privadas que tienen 
créditos en el sistema financiero, aunque esa información está accesible para quien quiera, a través de 
la página web del Banco Central para lo que se precisa conocer los datos de esa firma como, por 
ejemplo, el número de RUT. 


SEÑOR DELGADO.- ¿El Banco Central ha dado instrucciones a los bancos regulados sobre cómo 
calificar a Ancap o a alguna de sus subsidiarias? 


SEÑOR CANTERA.- Como dije al momento de contextualizar, cuando evaluamos que el banco ha 
hecho una calificación de un deudor distinta a la que entendemos que surge de la aplicación de las 
normas, podemos —tenemos la capacidad y la atribución— darle instrucciones para que reclasifique y 
recalifique ese crédito. En el caso particular de Ancap y sus subsidiarias, hasta el momento no se ha 
hecho. Como expliqué, en 2014 dimos instrucciones al menos a dos bancos para que reclasificaran por 
el atraso en la presentación de los estados contables del año 2013. Algunos bancos habían aplicado 
correctamente la norma pero, repito, al menos dos no lo habían hecho y los instruimos a hacerlo. En lo 
que va de 2015 no hemos dado ninguna instrucción de calificación de categoría de crédito, aunque 
debo comentar que para nosotros un período muy relevante de análisis de la información se da en 
función de los datos de junio, que los bancos presentan en julio. En esa instancia recibimos un informe 
específico sobre las carteras de crédito de parte de las auditorías externas, casi al cierre del mes de 
agosto, que nosotros comenzamos a evaluar ahora. De allí puede surgir que tengamos alguna 
discrepancia y comencemos una interacción con los bancos con relación a si existe o no apartamiento 
y, eventualmente, podría darse alguna instrucción. 


Pero eso sería anticiparme a algo que está ocurriendo dentro del proceso de evaluación que 
hacemos habitualmente al banco. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera hacer una consulta: si analizamos el período considerado está 
presente el tema relativo al tipo de endeudamiento y la moneda. Por esa razón, muchas veces la 
disponibilidad cambia en función de la coyuntura internacional o regional. Entonces, si voy a pedir USD 
200:000.000 a un banco, ¿ese préstamo se autoriza aquí o en el exterior, en el caso de tratarse de la 
banca privada? ¿La autorización es local o internacional, dependiendo del monto? Si tomamos a un 
banco público —por ejemplo, el Banco República—, ¿hay topes establecidos? 


Y con relación a esos montos, ¿el tipo de moneda que la banca presta no condiciona los 
montos? ¿Es razonable entender que es posible pedir USD 200:000.000 o USD 300:000.000 a un 
banco privado que se preste en esa coyuntura, en unidades indexadas o en pesos, por ejemplo, o los 
bancos tienden a prestar en dólares? 


SEÑOR CANTERA.- Como estaba planteando un crédito de un monto notoriamente significativo para 
el sistema financiero uruguayo, es claro que dentro de la regulación que tiende a hacer que las 
instituciones financieras sean solventes —y dentro de ese marco la diversificación del riesgo que 
asumen las instituciones bancarias es absolutamente relevante— tenemos una norma relativa al tope de 
riesgo por institución bancaria que tiene que aplicar cada una de ellas. Mediante esta norma ningún 
banco puede otorgar un crédito que supere el 15% de su responsabilidad patrimonial neta a un mismo 
deudor o a un grupo económico, aunque ese tope del 15% puede llegar a incrementarse hasta el 35% 
siempre que exista determinado tipo de garantías que son aceptadas en la norma. En este caso en 
particular podría resaltar que, cuando la garantía la otorgue el Estado, puede permitir incrementar el 
tope hasta un 35%. 


SEÑOR CARDOSO.- Disculpe, señor contador, ¿un 35% del patrimonio del banco? 
SEÑOR CANTERA.- Así es, señor Senador. 


Por supuesto que cada institución bancaria tiene su política de crédito y no tiene por qué 
prestar el máximo que le admite la normativa. O sea que ese es un manejo que hace cada institución 
bancaria para otorgar un crédito en función de los riesgos que pretende y que está dispuesta a asumir 
por cada deudor o por cada conjunto económico. Esa institución está limitada por ese porcentaje del 
patrimonio que mencioné anteriormente. 


En el caso particular del Banco República —con un patrimonio aproximado de USD 
1.000:000.000- el límite para otorgar un crédito a una empresa con esas garantías, podría llegar a 
incrementarse hasta USD 350:000.000, según la empresa o conjunto económico. 


El Banco de la República toma sus decisiones a través de su directorio o de las delegaciones 
que realiza en sus gerencias. Por supuesto que las decisiones de créditos se toman en el país y en 
ningún otro ámbito porque es una particularidad muy clara. Seguramente, la duda viene con respecto a 
créditos que otorguen bancos que son subsidiarias o sucursales de bancos extranjeros como el Banco 
Santander, el BBVA o el Citi. En esos casos los bancos también tienen límite y, como tienen 
patrimonios sustancialmente menores que el que tiene el Banco República, los montos que pueden 
otorgar también son menores. Y esas decisiones de crédito se van a tomar en el país, porque los 
responsables por la gestión de las entidades que operan en el país son las autoridades que están 
instaladas y autorizadas aquí o que no han sido objetadas por nosotros. En definitiva, son los civil o, en 
su caso, penalmente responsables por las malas decisiones que hayan tomado. Los directores de una 
sociedad anónima uruguaya son los responsables; para tomar determinadas decisiones que implican 
determinados riesgos, un banco que es una subsidiaria de un banco extranjero podrá tener instancias 
de acuerdo de parte de su accionista o, eventualmente, instancias de control dentro del grupo al que 
pertenece, pero la decisión final siempre es local y tiene que estar refrendada en un acta del directorio 
o en los acuerdos de comités o del gerente que tenga las atribuciones para otorgar ese crédito. 
Notoriamente, si a un banco que no tiene la capacidad de prestar USD 200:000.000 se le va a hacer 
una solicitud por ese monto y su grupo económico tuviera interés, debería haber una decisión en el 
exterior de otorgar un crédito a la empresa que lo haya solicitado, pero eso ya se transforma en una 
relación de la empresa con el banco en el extranjero y no con el banco local. 


En cuanto a si los montos pueden estar condicionando la moneda en que se otorga el crédito, 
entiendo que va a depender de cada banco, de la política que tenga cada banco con relación a eso, 
pero también existen posibilidades de tomar seguros de cambio para poder cubrir determinados 
riesgos. Esas son negociaciones bilaterales entre el tomador y el otorgante del crédito de las que no 
participamos. Cuando existe un descalce entre la moneda del crédito y la moneda en que el deudor 
genera los ingresos para poder cancelar sus créditos, sí analizamos que esté adecuadamente 
evaluado, con los análisis de riesgo que correspondan. 


SEÑOR CARDOSO.- Quiero ver si comprendí bien. ¿Es decir que es posible tomar un endeudamiento 
en moneda local aunque sea muy voluminoso? Por ejemplo, ¿se puede tomar un crédito de USD 
200:000.000 en moneda local en Uruguay? 


SEÑOR CANTERA.- En el caso que mencioné de un crédito de USD 200:000.000, creo que solo el 
Banco República podría otorgarlo. Es perfectamente posible que el crédito sea otorgado en moneda 
nacional. Después el banco tiene que evaluar cuáles son las formas en las que le impacta otorgar un 
crédito en moneda nacional si el financiamiento que está obteniendo para otorgarlo es en una moneda 
distinta. Eso es algo que también tiene que evaluar. Es decir que hay una empresa que toma un crédito 
en moneda extranjera y asume el riesgo, o es el banco el que toma un depósito en moneda extranjera 
y después presta en pesos. Siempre hay alguien que está asumiendo el riesgo, el banco o la empresa, 
y cualquiera de los dos tiene que hacer las evaluaciones del impacto que tiene ese riesgo en sus 
estados financieros y la capacidad de controlarlo. Para el banco tenemos reglas sobre cómo tiene que 
controlar ese riesgo, y si eventualmente estuviera asumiendo posiciones de cambio que le implican un 
riesgo alto —por llamarlo de alguna manera-, se le va a estar requiriendo mayor patrimonio para otorgar 
ese crédito con un determinado descalce entre sus activos y pasivos. 


SEÑOR DELGADO.- Voy a hacer un par de preguntas más. La primera tiene que ver con el déficit de 
2013. Aquí tengo el acta de la comparecencia al Parlamento, en julio de 2014, del Ministro de Industria, 
Energía y Minería y del Presidente de Ancap, y en esa oportunidad, entre otras cosas, dijeron que 
estaban preocupados por el déficit del balance por USD 169:000.000, una discusión con la auditora 
externa. En ese momento el Presidente de Ancap manifestó que dicho organismo estaba programando, 
estudiando y trabajando en la emisión de un bono de alrededor de USD 500:000.000. ¿Eso fue 
planteado? Esa instancia después quedó sin efecto y, además, aparentemente, era en una moneda 
diferente a aquella en la que estaba endeudada Ancap. ¿Eso fue planteado en el Banco Central? Y de 
ser así, ¿se hizo alguna evaluación positiva o negativa sobre el tema? 


Por otra parte, tenemos entendido que la Superintendencia de Servicios Financieros multó al 
Banco República por el proceso de otorgamiento del aval en el caso de Pluna. Quisiéramos confirmar 
si eso fue así y si en esa investigación que realizó la Superintendencia de Servicios Financieros del 
Banco Central estuvo incluido el endeudamiento —a esta altura incobrable— que Pluna tenía con Ancap 
y que era de alrededor de USD 30:000.000. 


SEÑOR CANTERA.- Con relación a la posibilidad de que Ancap hubiera estado analizando realizar 
una emisión de obligaciones negociables en el mercado doméstico, puedo decir que hubo una consulta 
a la Superintendencia de Servicios Financieros -entiendo que partió de la gerencia de Ancap-— sobre 
cuáles serían los requisitos a cumplir para realizar un proceso que culminaría en la emisión de una 
obligación negociable. Creo que se trató de una consulta —no participé directamente de la reunión— con 
relación a cuáles son los procedimientos a seguir y cuál era la información mínima a presentar para 
poder resultar inscriptos en el registro de emisores del mercado de valores —Ancap no está 
inscripta en el registro— para, posteriormente, realizar una emisión de valores. Esto sería con relación a 
la emisión. 


En cuanto a la sanción que nosotros impusimos al Banco de la República, ella estuvo 
relacionada con el resultado de nuestra evaluación realizada en el año 2012 al Banco de la República, 
donde constatamos una serie de debilidades y algunos incumplimientos que habían sido reiterados 
respecto de una evaluación anterior. Eso fue lo que nos llevó a imponer esa sanción al Banco de la 
República. No se estaba considerando exclusivamente una multa por el otorgamiento de un aval, sino 
que valoramos el otorgamiento del aval -que no se había ceñido a determinados procedimientos— 
como uno de los incumplimientos que, en su conjunto, determinaron la obligación de imponer una 
sanción de nuestra parte. En ese marco no evaluamos —como tampoco lo hicimos después— ninguna 
situación relacionada con el endeudamiento de Pluna con Ancap. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay más preguntas, le agradecemos al contador Cantera por su 
participación en el día de hoy. 


(Se retira de sala el superintendente de Servicios Financieros del Banco Central del Uruguay, contador 
Juan Pedro Cantera). 


(Ingresa a sala el contador Alexander Fry, director de KPMG). 
—Damos la bienvenida al contador Alexander Fry, director de KPMG. 
Comenzamos la ronda de preguntas. 
SEÑOR DELGADO.- En primer lugar, quiero agradecer al contador Fry su presencia en esta Comisión. 


Tenemos varias preguntas que, como es obvio, tienen que ver con la primera parte de la 
investigación de esta Comisión que está analizando la situación económica y financiera de Ancap entre 
los años 2000 y 2015. Luego vamos a plantear algunas interrogantes específicas sobre temas 
vinculados a inversiones y activos para que nos responda desde el punto de vista de la auditora 
KPMG. 


Como forma de introducirnos en el tema, nos gustaría saber cuántos años hace que KPMG 
audita los balances de Ancap y cuántos años hace que usted es socio a cargo de la empresa. En 
definitiva, esto generó una relación entre Ancap y KPMG. En la sesión pasada, las autoridades del 
Ministerio de Economía y Finanzas plantearon la necesidad y la conveniencia, así como los 
inconvenientes, de que Ancap tenga un gerente financiero. Me gustaría saber si esto le ha generado 
alguna dificultad a la hora de hacer su trabajo. Después sí ingresaría en el tema de los balances de los 
años 2014 y 2015. 


Quería plantear estos puntos a modo de introducción para saber cómo ha sido la relación 
entre Ancap y KPMG en su función de auditora. 


SEÑOR FRY.- KPMG audita los estados contables de Ancap desde el año 2000. Personalmente, 
estuve a cargo de la auditoría desde 2000 a 2013. En 2014 rotamos de socio a cargo de la auditoría y 
pasó a realizarla otro socio de la firma, que es el contador Mario Amelotti. Quiero aclarar que esta 
información está publicada en la página web de Ancap. 


En cuanto a mi participación, llega hasta los estados contables del año 2013, aunque insumió 
un tiempo más el prepararlo y después dictaminar. Esa fue mi participación. 


SEÑOR DELGADO.- ¿Le ha creado alguna dificultad que Ancap no tenga gerente financiero? 


SEÑOR FRY.-Si Ancap tiene o no gerente financiero es algo que atañe exclusivamente a la gestión, 
pero no es un factor que facilite o dificulte la tarea de auditoría externa. Ancap tiene una gerencia de 
servicios compartidos, una gerencia de administración y finanzas, y una gerencia de contabilidad, y los 
auditores actúan, básicamente, sobre las dos últimas gerencias. Es bueno aclarar que nosotros somos 
auditores de los estados contables, no de la gestión de la empresa, y el contenido de lo que hacemos y 
opinamos está, básicamente, en el informe. 


Nuestra opinión es que los estados contables de Ancap fueron preparados de acuerdo con un 
determinado marco y que la auditoría se hizo conforme a las normas que se establecen en la materia. 
Esencialmente, ese es nuestro rol. 


SEÑOR DELGADO.- Según los datos que tenemos, el auditor del balance del ejercicio 2014 fue el 
contador Mario Amelotti, socio director de KPMG. ¿Fue él quien firmó el dictamen correspondiente? 


SEÑOR FRY.- Sí, es correcto; fue firmado por él. 


SEÑOR DELGADO..- No sé si podrá contestar la pregunta que voy a formular, pero quisiéramos saber 
por qué el dictamen fue firmado recién en esa fecha. Si no está en condiciones de responder, 
obviamente le preguntaremos sobre ello al contador Amelotti. 


Por ende le vamos a preguntar sobre el balance del ejercicio 2013, que fue firmado por usted 
el 12 de agosto de 2014. En esa ocasión, cuando el señor Ministro y el directorio de Ancap 
concurrieron al Parlamento se dieron varias discusiones y hubo una frase que generó mucha 
suspicacia: «Estamos discutiendo criterios con la auditoría externa, no nos hemos puesto de acuerdo y 
vamos a tomar una definición política». Esto consta en una versión taquigráfica del 2014. Me gustaría 
saber —en la medida que pueda explicarlo— cómo se resolvió el balance de 2013. 


SEÑOR FRY.- Quizás sea bueno revisar los antecedentes. El balance del año 2011 fue entregado en 
fecha. En el 2012 hubo atrasos la fecha límite era el 31 de marzo-, que básicamente estaban 
referidos a la presentación de información financiera de Alcoholes del Uruguay. Fue una auditoría que 
terminó con discrepancias entre el auditor y la gerencia de la compañía, y se emitió un dictamen con 
salvedades de Alcoholes del Uruguay. 


En 2013 Ancap afrontó el proyecto de emitir valores en el mercado extranjero por USD 
500:000.000; ese fue un gran proyecto, el año que más se trabajó. Voy a tratar de explicarlo mejor. 


Para esa emisión de valores, Ancap contrató uno o más de un asesor financiero, había dos estudios 
jurídicos contratados en el exterior y dos en Uruguay. En función de los asesoramientos que Ancap 
recibió de todos esos agentes, la compañía decidió preparar nueva información financiera para 
satisfacer las necesidades de los eventuales compradores de esos bonos. Se prepararon estados 
financieros o contables del año 2011 y 2012 y se tradujeron al inglés. Los estados contables de 2012 y 
2013 se prepararon con otra normativa que no era la uruguaya, sino la internacional. Eso tenía 
básicamente algunas diferencias de criterios contables. Ese proyecto insumió un trabajo enorme, 
Ancap preparó lo que se llama un office memorandum con una larga explicación para los eventuales 
inversores sobre lo que es la compañía, la marcha, los riesgos, y una serie de cosas que obligaron a 
que KPMG y Ancap dedicaran muchos recursos. Nosotros, como auditores, preparamos una comfort 
letter. En definitiva, fue un gran proyecto, y fue el año en que más se trabajó en términos de horas y de 
recursos tanto por parte de Ancap como de KPMG. Recién a fines de mayo a nivel de Ancap se 
retomaron los estados contables locales y se empezó a trabajar sobre eso. Esta fue, básicamente, la 
principal causa que demoró el proyecto. 


SEÑOR CARDOSO.- ¿Ancap trabajó durante mucho tiempo en la elaboración de un plan para la 
emisión de bonos? 


SEÑOR FRY.- Sí; a la postre desestimó el plan. 


SEÑOR CARDOSO.- Pero Ancap no figura entre las empresas que pueden emitir ese tipo de 
documento. Lo dijo el gerente de intermediación financiera del Banco Central: no es una empresa 
autorizada a emitir esos documentos. 


SEÑOR FRY.- La emisión no era en Uruguay, sino en Estados Unidos con un régimen especial que 
tiene ese país, que se llama 144-A y que es una emisión sin derecho de registros. O sea, determinados 
inversores institucionales en el mercado de Estados Unidos pueden ir y comprar ese papel, pero no es 
oferta pública. No iba a ser oferta pública en Uruguay ni en Estados Unidos, sino —no sé si es el 
término exacto— una oferta privada. 


SEÑOR CARDOSO.- ¿De Ancap ente autónomo? 
SEÑOR FRY.- Sí, de Ancap ente autónomo. 
SEÑOR CARDOSO.- ¿Existe un marco legal para eso? 


SEÑOR FRY.- Entiendo que sí, pero no debo opinar sobre eso porque estaban la división jurídica de 
Ancap, dos estudios jurídicos de Uruguay y dos estudios de Estados Unidos, con gente muy 
preparada. 


SEÑOR CARDOSO.- ¿Recuerda cuáles eran los estudios jurídicos que participaron? 


SEÑOR FRY.- Sí, Linklaters y Proskauer de Estados Unidos, que son de las firmas de abogados más 
grandes del mundo; Guyer de Uruguay, y no recuerdo qué otro y, por supuesto, la Jurídica de Ancap. 


SEÑOR CARDOSO.- ¿Y cuál fue la razón por la que ese proyecto se abandonó? 


SEÑOR FRY.- Seguramente, razones financieras; no lo sé. A Ancap no le serviría la tasa, exactamente 
no lo sé. Es una razón de conveniencia, ¿no? 


SEÑOR DELGADO.- ¿Cuál fue el contencioso, al que hace referencia el Presidente Coya, entre la 
Gerencia contable Ancap y la auditoría externa que demoró la aprobación del balance? Digo esto 
porque, en realidad, parte de los argumentos de Ancap tenían que ver con la complejidad de la 
empresa y la demora en los balances de las empresas subsidiarias, cosa que no era así porque 
generalmente estas últimas hacían los balances en tiempo y forma; tenemos fecha por fecha lo 


correspondiente a cada una de las subsidiarias. Incluso, algunas dudas que teníamos se las acabamos 
de presentar al superintendente del Banco Central, que va a enviar la información. 


Pero el Presidente —estoy hablando por boca del Presidente porque en el acta está— hacía 
referencia a una disputa que había sobre criterios con la empresa auditora externa. Queríamos saber 
cuáles eran esos criterios que llevaron a tomar una definición política —tal como expresó el Presidente— 
y cómo se solucionaron, si es que se solucionaron. 


SEÑOR FRY.- Sobre el mes de julio de 2014 estábamos discutiendo un tema que se llama «impuestos 
diferidos». O sea, dentro del mundo de la contabilidad hay una norma que establece cómo se deben 
contabilizar las partidas relativas al impuesto a la renta. Pido disculpas por lo denso de lo que voy a 
explicar, pero tiene que ver con la pregunta que hace el señor Senador. 


Dentro del impuesto a la renta hay dos partes: un impuesto a pagar —que surge de la 
declaración jurada que una compañía presenta a fin de año y, entonces, al final de año le da un saldo a 
pagar o lo que sea, o no tiene que pagar nada— e impuestos diferidos, que se deben contabilizar en 
función de una metodología que es bastante compleja pero, conceptualmente, se identifica de la 
siguiente manera. Cuando hay partidas que fiscalmente se gravan en un período y contablemente se 
registran como ganancia o pérdida en otro, se hacen ajustes a la contabilidad para adecuar esos 
impuestos que la compañía va a terminar pagando en períodos futuros. En el caso de Ancap, existía 
una discusión técnica entre el auditor y el auditado —digamos, Ancap- con respecto al reconocimiento, 
o no, de un activo por impuestos diferidos en función de que al 31 de diciembre de 2013 Ancap tenía 
pérdidas fiscales. Entonces, la discusión técnica estaba en ese punto específico. La normativa prevé 
que uno puede contabilizar un activo por impuesto diferido, siempre que se demuestre que tendrá 
ganancias fiscales a aprovechar en períodos futuros; según la contabilidad uruguaya estamos 
hablando de cinco años. Así fue que se preparó una serie de proyecciones, por parte de Ancap, que 
tenemos que revisar y si bien hay supuestos que se evalúan según ciertos parámetros, dentro de las 
normas de auditoría hay una que dice cómo se auditan las estimaciones contables. Cabe aclarar que 
las que refieren a períodos futuros son más difíciles de auditar que aquellas que tienen que ver con 
períodos pasados y esto prolongó la auditoría. El resultado está en la nota 20 a los estados contables 
de Ancap de 2013, donde el ente termina reconociendo un activo por impuesto diferido, por $ 
400:000.000, lo que representaba el 45% de las pérdidas fiscales que tenía en ese momento. 


Nuestro juicio es que las proyecciones que habían hecho, técnicamente sustentaban 
reconocer el 45% de las pérdidas fiscales que había, pero no más. Eso fue lo que se reconoció y si se 
lee la nota, se verá que se explica con bastante detalle cómo se llega a esa estimación. 


Sobre fines de julio también hubo una carta del Ministerio de Economía y Finanzas donde, de 
alguna manera, se avalaban esas proyecciones que hablaban de un margen bruto del 15% a partir del 
año 2016. 


SEÑOR DELGADO.- Justamente quería preguntar por ese tema. 


SEÑOR FRY.- Debo decir que los auditores no solemos adjetivar así que, desde mi declaración, 
quisiera dejar de lado el término «disputa» porque, desde mi punto de vista, era una discusión técnica. 


SEÑOR DELGADO.- Muchas gracias. 


Tengo en mi poder el acta correspondiente a junio de 2014 y en un momento se dice que, 
incluso, en parte de la disputa o discusión técnica se contabilizaba un déficit del balance de algunos 
millones de dólares más de lo que en realidad terminó siendo el total. Tengo entendido que fueron USD 
169:000.000, pero se decía que por el concepto de impuestos diferidos el déficit podría llegar a ser de 
más de USD 180:000.000. En primer lugar, me gustaría confirmar si eso que estuvo en la discusión fue 
realmente así. 


Por otro lado, usted hace referencia a que parte de la solución de la disputa tuvo que ver con 
una nota que firmó el Ministerio de Economía y Finanzas —si es que está bien lo que digo—, donde se 


comprometía a mantener el margen bruto. ¿La nota fue firmada por el Ministerio de Economía y 
Finanzas a pedido de KPMG, a pedido de Ancap o motu proprio? 


Obviamente, esa nota que fue exigida en 2013 se incumplió en el año 2014, porque se 
mantuvieron los márgenes brutos negativos al compromiso que había asumido el Ministerio de 
Economía y Finanzas, de acuerdo con la nota firmada por el Ministro de entonces, que —si no recuerdo 
mal- era el economista Mario Bergara. 


¿Usted entiende que se incumplió con lo señalado en esa nota? 


SEÑOR FRY.- La nota era de carácter más o menos general, era un elemento, pero lo que estaba en 
discusión era ese activo de $ 400:000.000 —no sé cuánto era traducido a dólares— mencionados en la 
nota 20 a los estados contables. En esa nota —según lo que recuerdo-—, el Ministerio de Economía y 
Finanzas decía, básicamente, que había leído las proyecciones a diez años que había hecho Ancap y 
de alguna manera les daba un visto bueno. En esas proyecciones Ancap afirmaba que iba a ganar 
dinero porque iba a subir los precios y nosotros, como auditores, le decíamos que nuestra función era 
ser escépticos, cuestionar y, en función de eso, formarnos nuestra opinión. Le señalábamos: «¿Cómo 
sabe que va a aumentar los precios si el que decide no es usted sino el Ministerio de Economía y 
Finanzas?» Esa discusión se zanjó diciendo: «Yo voy a ir al Ministerio de Economía y Finanzas y le voy 
a pedir una carta». Esa carta la pidió Ancap para presentarla a KPMG como una evidencia adicional 
que soportara las proyecciones que había hecho la empresa de la recuperabilidad de sus pérdidas 
fiscales en un lapso de cinco años. ¡Ojo! Eventualmente esos $ 400:000.000 los podía recuperar todos 
en el último año. 


SEÑOR DELGADO.- Eran $ 455:000.000 


SEÑOR FRY.- Creo que eran $ 400:000.000. Si recupera ese activo en el último de esos cinco años, 
está bien. Tiene cinco años para recuperar el activo. 


SEÑOR DELGADO.- ¿Estamos hablando de 2013? 
SEÑOR FRY.- Sí. 


SEÑOR PRESIDENTE: Para tratar de clarificar. Lo que establece el contador es que la recuperación 
de ese activo podía hacerse en 2018 y no tiene por qué verse reflejado en 2016. 


SEÑOR FRY.- Además, la proyección publicada con el balance de Ancap establecía el margen que la 
compañía preveía por año. Creo que ese margen de 15% se daba a partir de 2016, pero 
concretamente si eso se cumplió o incumplió en el año 2014 no lo sé. 


SEÑOR DELGADO.- Vamos a solicitar a Ancap la nota del Ministerio de Economía y Finanzas donde 
se compromete a mantener el margen bruto que según dice el contador Fry sería a partir de 2016. De 
hecho el margen bruto en los años siguientes, esto es en 2014, volvió a ser negativo. 


La pregunta refiere a esa nota del Ministerio de Economía y Finanzas... 
SEÑOR FRY.- ¿Puedo consultar el balance de Ancap de 2013? 
SEÑOR DELGADO.- Sí. 


SEÑOR FRY.- La nota es larga pero básicamente dice que los márgenes brutos esperados eran del 8% 
en 2014; de 13% en 2015; y de 15% en 2016, 2017 y 2018. Ahí están explicitados todos los supuestos. 
Lo que se reconoció como activo por impuesto diferido relativo a pérdidas fiscales eran $ 400:000.000. 


SEÑOR DELGADO.- Usted dice que en la nota —que seguramente vamos a solicitar a Ancap- hay un 
compromiso del Ministerio de Economía y Finanzas a establecer un margen bruto con esos valores 
positivos. ¿Es a partir de 2014? 


SEÑOR FRY.- Acá figura: «2014, 8%». 


La nota dice: «Se entiende que esta situación se revertirá a partir del cumplimiento de una 
política de precios que determina la estabilización en el corto plazo del margen bruto en torno al 15%, 
según nota recibida del Ministerio de Economía y Finanzas de 29 de julio de 2014». 


SEÑOR DELGADO.- ¿Eso lo firmó el Ministro Bergara? 
SEÑOR FRY.- Lo que estoy leyendo es una nota del balance de Ancap. 


SEÑOR DELGADO.- Entonces esa es una nota de los estados contables, pero yo me refería a una 
nota del Ministerio de Economía y Finanzas, con la firma del ministro Bergara, que hacía referencia al 
compromiso de generar un margen bruto positivo de Ancap, de 2014 en adelante, con los valores que 
usted hace mención. Obviamente, eso no se cumplió; el margen bruto volvió a ser negativo. 


¿Entiende que existió incumplimiento a un compromiso en el caso del Ministerio de Economía 
y Finanzas? 


Por otra parte, me gustaría saber si esa nota incidió o no en la aprobación por KPMG del 
informe final de auditoría para que fuera favorable. 


SEÑOR FRY.- Disculpe señor Senador, pero hizo dos preguntas que no recuerdo bien. 


¿Me acaba de preguntar si incidió como un elemento más? Diría que no es el elemento 
determinante. Uno evalúa todas las evidencias; esto es, analiza la historia de la compañía, las 
proyecciones que prepara y, en este caso, como un elemento adicional se consideró la nota del 
Ministerio de Economía y Finanzas que, de alguna manera, dio visto bueno a esas proyecciones. 


SEÑOR DELGADO.- Estamos hablando de una empresa que es monopólica, con precios 
administrados y que viene de una situación comprometida por el déficit de 2013. Además, hay una nota 
del Ministro de Economía y Finanzas diciendo que habrá un margen bruto positivo a partir de 2014 en 
adelante. Obviamente que la pregunta era de cajón: ¿a la hora de efectuar el análisis de la auditora 
esto incidió para hacer su informe? Para mí debe haber incidido positivamente y en forma contundente. 


SEÑOR FRY.- La nota del Ministerio de Economía y Finanzas —aclaro que yo leí y revisé las 
proyecciones de Ancap por diez años— de alguna manera no objeta los supuestos que se tomaron y sí 
habla del margen bruto del 15% a partir de 2016. 


SEÑOR DELGADO.- Antes se hablaba del 8% y ahora de un 15%. 


SEÑOR FRY.- Específicamente hablaba del 15% a partir de 2016. Esto era como decir que se 
avalaban estas proyecciones en general y, en particular, este margen del 15%. 


SEÑOR DELGADO.- Para no discutir sobre este punto, me parece de orden pedirle a la Presidencia 
que le solicite a Ancap una copia de la nota del Ministerio de Economía y Finanzas que, a mi juicio, 
incidió en el informe de la auditoría. 


SEÑOR FRY.- Yo confirmo que incidió pero no fue el único elemento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está claro. 


SEÑOR DELGADO.- ¿Usted tiene la nota? 

SEÑOR FRY.- No. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la nota en el balance. 

SEÑOR BORDABERRY.- ¿Nos podría hacer llegar una copia de la nota? 
SEÑOR FRY.- Sí, se las puedo enviar. 


SEÑOR BORDABERRY.- Nos evitaríamos mucho trámite si le solicitamos que nos envíen copia de la 
nota a la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La podríamos gestionar por ambas vías: Ancap y KPMG, por supuesto, si no 
tiene inconveniente. 


SEÑOR FRY.- El señor Senador me hizo dos preguntas de las cuales contesté una. 


SEÑOR DELGADO.- ¿Califica de incumplimiento la situación por la cual, a partir de 2014 y 
contraviniendo al compromiso del Ministerio de Economía y Finanzas expresado por nota, se generó 
un margen bruto negativo en 2014? ¿Todo hace prever que en 2015 ocurra lo mismo? 


Otra pregunta vinculada a la anterior es cómo calificaría hoy la situación económica y 
financiera de Ancap y las subsidiarias, sobre todo las que conoce, porque KPMG no audita a todas las 
subsidiadas. 


SEÑOR FRY.- Son tres preguntas. 
Con respecto a la primera, no recuerdo el balance de Ancap de 2014. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Está claro. 
SEÑOR FRY.- Reitero que no recuerdo si el balance de Ancap de 2014 era margen bruto negativo. 
SEÑOR DELGADO.- Yo se lo confirmo. 
SEÑOR FRY.- Si no es el 8%, no se cumplió. 
SEÑOR DELGADO.- Pero es negativo. 
SEÑOR FRY.- Eso está claro. 


Con respecto a la segunda pregunta, debemos decir que nosotros auditamos a la mayoría de 
las empresas subsidiarias de Ancap, pero no a todas; hay algunas en Argentina que no auditamos. 


En cuanto a la tercera pregunta, referida a cómo calificamos la situación financiera de Ancap, 
corresponde aclarar que nosotros no abrimos juicio sobre la situación financiera de los clientes. La 
función del auditor —en Uruguay y en el resto del mundo-— no es opinar sobre si la situación del cliente 
es buena, regular o mala. El rol del auditor es examinar y preparar los estados contables, que es algo 
bastante trabajoso de hacer por el nivel de detalle de las cosas que deben publicarse y revisarse. 
Nuestra responsabilidad es —como dicen— dar una opinión de auditoría. Tenemos que ver que los 
estados contables presenten razonablemente la situación económica del cliente, pero después no 
abrimos un juicio de valor sobre si es bueno, regular o malo, dado que en general se entiende que eso 


es incompatible con la función del auditor. ¿Por qué? Porque si decimos que es buena, estaríamos 
abogando por el cliente, de alguna manera, y ese no es el rol del auditor. El auditor tiene que ser 
independiente de los estados contables y del cliente. 


SEÑOR DELGADO.- ¿No hacen advertencias o notas? 


SEÑOR FRY.- No, las notas las tiene que hacer el cliente. Nosotros somos dueños del informe o, mejor 
dicho, de las 61 páginas que consta el documento, somos responsables de dos: las que corresponden 
al informe del auditor. Todo lo demás es responsabilidad de la dirección, eso está explicado en el 
informe. Incluso allí se dice que nuestra responsabilidad es expresar una opinión sobre los estados 
contables, señalándose también que efectuamos la auditoría de conformidad con normas 
internacionales de auditoría. Dichas normas requieren que cumplamos con requerimientos éticos, que 
hacen referencia, básicamente, a la independencia del auditor. Hay servicios que el auditor puede dar y 
hay servicios que no puede dar. Si estoy auditando una compañía, no puedo comprar acciones, así 
como tampoco pueden hacerlo mi esposa y mis hijos. Existe una serie de limitaciones respecto a las 
cosas que puede hacer el auditor por el hecho de serlo. Se pueden dar servicios que sean compatibles 
con la función, pero otros, que no lo son, no pueden darse. 


Una de las cosas que los auditores no hacemos —en Uruguay ni en el mundo tampoco— es 
opinar sobre la situación financiera de los clientes. Cuando hay una emisión de papeles, el auditor hace 
determinados documentos. Por ejemplo: supongamos que estaba previsto que hubiese una emisión 
internacional de papeles y después no se hizo; el auditor hace los dictámenes de auditoría y emite una 
comfort letter para los inversores institucionales, de acuerdo a ciertos formatos; luego de eso, una 
calificadora de créditos —hay muchas empresas calificadoras de riesgo que se dedican a eso-— decidirá 
si el crédito es A1, B2, C3, y después los bancos, que tienen departamentos de análisis financiero, 
dicen si la situación financiera de la entidad de que se trate es buena, regular o mala. 


Como decía, nosotros no hacemos eso para ningún cliente de auditoría porque pensamos que 
no debemos hacerlo y, ciertamente, no nos sentiríamos cómodos haciéndolo. 


SEÑOR MIERES.- Quiero hacer una pregunta referida al tema de las tareas preparatorias para la 
emisión del bono por 500 millones que, al final, no se hizo. Según lo que se ha informado, KPMG 
trabajó junto a Ancap en el proceso de los actos preparatorios y los análisis correspondientes. ¿Eso sí 
está dentro de las tareas que usted interpreta que debe cumplir un auditor? Me refiero a colaborar con 
el cliente en la construcción de la operativa financiera para la eventual emisión de un bono. 


SEÑOR FRY.- En eso trabajamos siempre. Para que el señor Senador tenga una idea, una auditoría de 
Ancap, en un año normal, demanda unas 5.000 horas hombre y la auditoría de Ancap y las subsidiarias 
demandó alrededor de 10.000 horas hombre. 


En definitiva, trabajamos siempre, pero con el cuidado de mantener la independencia del 
auditor. 


SEÑOR MIERES.- Está bien pero, de acuerdo con lo que usted declaraba hace un rato, entre las 
competencias o las funciones del auditor está la de colaborar con la empresa para ayudarla en los 
pasos preparatorios para la emisión de un bono internacional, como en el ejemplo que planteó hace 
unos instantes. 


SEÑOR FRY.- Sí, pero lo que se puede hacer o no está especificado. 


SEÑOR MIERES.- Supongo que el dato que voy a preguntar está en el balance, o sea que si no lo 
tiene no importa, porque lo buscamos. ¿Cuánto le costaron a Ancap todas esas operaciones previas — 
contrataciones de estudios jurídicos en Estados Unidos, en Uruguay, etcétera—, los actos preparatorios 
para el bono? 


SEÑOR FRY.- Eso no lo sé. 


SEÑOR MIERES.- Pero ese dato, ¿está en el balance? 


SEÑOR FRY.- No, porque el estado de resultados de Ancap está, digamos, abierto; menciona los 
gastos de administración y, dentro de estos, hay muchos proyectos. 


SEÑOR MIERES.- ¿O sea que no podemos saber cuánto costó todo ese proceso que terminó en una 
frustración? 


SEÑOR FRY.- No, ese dato no se puede sacar de los estados contables. 


SEÑOR DELGADO.- La Norma Internacional de Contabilidad N* 16, «Propiedades, planta y equipo» — 
que tengo en mi poder- y la N* 36, «Deterioro del valor de los activos» establecen que para reconocer 
un activo debe ser «probable que la entidad obtenga los beneficios económicos futuros derivados del 
mismo» y que «La entidad evaluará, al final de cada período sobre el que se informa, si existe algún 
indicio de deterioro del valor de algún activo. Si existiera tal indicio, la entidad estimará el importe 
recuperable del activo». Esto es lo que dicen las Normas Internacionales de Contabilidad a las que 
hacía referencia y, también, la que mencionó nuestro invitado. 


Obviamente, aquí ingresamos en otro terreno pero, ¿le consta que Ancap haya hecho estas 
verificaciones? 


SEÑOR FRY.- Sí. 


SEÑOR DELGADO.- En segundo lugar, ¿le ha solicitado a Ancap la realización de estas verificaciones 
y no las hizo? 


SEÑOR FRY.- ¿Podría repetirme la segunda pregunta, por favor? 


SEÑOR DELGADO.- Me gustaría saber si Ancap no hizo las verificaciones vinculadas a si hubo algún 
deterioro del valor de algún activo porque, según lo que he leído, si existiera tal indicio, la entidad 
debería verificar el importe recuperable del activo. Entonces, si Ancap no hizo la verificación 
correspondiente, quería saber si la empresa auditora se la solicitó. 


SEÑOR FRY.- La norma a que hace referencia el señor Senador está recogida dentro de las políticas 
contables de Ancap. Hay una nota, que es la 3.4 —me sigo refiriendo al año 2013-—, que establece la 
política contable para medir el deterioro de activos financieros y también la política contable para medir 
el deterioro de activos no financieros. Dentro de las políticas contables que Ancap adoptó -y 
necesariamente debe ser así— está la de evaluar si los activos no financieros tienen indicativos de 
deterioro y, de ser así, debe hacerse un test. Concretamente, según recuerdo, había dos activos que 
tenían indicativos de deterioro. En el año 2013 se hicieron estudios de deterioro de las inversiones en 
el sector de pórtland y de Alcoholes del Uruguay. Esos eran los grandes capítulos donde hubo 
indicativos de deterioro y en los que se pidió a Ancap que hiciera estudios de deterioro. 


SEÑOR DELGADO.- ¿Lo hizo? 
SEÑOR FRY.- Sí. 
SEÑOR DELGADO.- ¿Dónde está registrado? 


SEÑOR FRY.- En el caso de Alcoholes del Uruguay, recuerdo que no dio lugar a pérdidas. Si uno hace 
el estudio y no da pérdidas, no se registra. 


En el caso de pórtland, no recuerdo si hubo o no una pérdida. Sé que en algún año se 
registró una pérdida; no recuerdo si fue en 2013, pero el estudio se hizo durante ese año. No sé en qué 


año hubo esos resultados. 


SEÑOR DELGADO.- Mi pregunta no se refería tanto al 2013 como al 2014, cuando se agravó la 
situación, pero como usted dijo al principio que no fue el auditor durante el año pasado, obviamente 
tendremos que derivar las preguntas a otra persona. 


Paso a formular la última pregunta. 


En cuanto a los procesos de investigación en Ancap por la incobrabilidad de la deuda de 
Pluna —no me acuerdo si fue una discusión por un trascendido de prensa o si se dijo en algunas de las 
comparecencias de los representantes de Ancap al Parlamento— hubo una disputa o criterios diferentes 
con la actuación de KPMG respecto al aviso de la fecha impropia de los cheques. Quisiera conocer su 
opinión al respecto. Y también me gustaría saber si usted entiende que los controles que tenía Ancap 
para mitigar el riesgo de crédito, eran suficientes. 


SEÑOR FRY. - Sobre el tema concreto de Pluna, no recuerdo exactamente las fechas. Creo que fue 
en junio de 2012. Ahora bien; desde la perspectiva del auditor externo, los cheques a 30 días y a 180 
días, en estos estados contables se registran dentro del mismo rubro. Si ustedes miran los cuadros, la 
apertura de los créditos en algunos casos se da de cero a un año, de un año a dos años, o lo que sea. 
Si en vez de recibir cheques a 30 días, se reciben a 180 días, eso no tiene impacto en los estados 
financieros. Para nuestro trabajo no tiene impacto. 


SEÑOR DELGADO.- El impacto es la consecuencia. 


SEÑOR FRY.- Sí; una cosa es la información que necesita la gerencia para manejar la compañía y otra 
son los estados contables anuales, que son de circulación pública y están sujetos a determinadas 
reglas en cuanto a lo que se tiene que revelar y a lo que el auditor tiene que mirar. 


Entonces, esa situación no está dentro de lo que nosotros teníamos que ver necesariamente. 
Esa es la primera consideración. 


Por otro lado, ese tema no lo vimos, pero si lo hubiéramos visto, probablemente no nos 
hubiera llamado la atención porque las refinanciaciones a Pluna tenían muchísimos años. 


SEÑOR DELGADO.- Según los datos que tenemos, no había un convenio de refinanciación en este 
caso, que sí hubo con anterioridad y que incumplió Pluna. En este caso fue una decisión de 
postergación de la exigibilidad de los cheques. 


SEÑOR FRY.- Había un convenio de refinanciación —si la memoria no me falla— de aproximadamente 
USD 8:000.000, aprobado por el directorio. Esa era la deuda más grande. De esos USD 8:000.000, en 
el año 2011 había una cuota vencida; eran cuotas anuales de USD 1:000.000 que había que pagar. En 
esa situación, en lugar de recibir cheques a 30 días lo hacían a 180. 


SEÑOR DELGADO.- ¿Por fuera del convenio? 


SEÑOR FRY.- Sí. Es muy frecuente que cuando hay deudores que no son solventes, se les otorguen 
facilidades especiales. Si hubiéramos visto esa circunstancia, no nos habría llamado la atención porque 
puede existir una orden verbal, ya que no todo tiene que ser por escrito. Se puede dar una orden verbal 
en el sentido de que una gerencia o el directorio otorguen 180 días más, máxime en el caso de Pluna. 
En el caso de esta última, nuestra perspectiva es que Ancap no le daba crédito por los estados 
contables que tenía la empresa aérea, que demostraron que durante todos estos años tuvo pérdida y 
patrimonio negativo. Por lo tanto, el crédito que le otorgaba Ancap no estaba basado en la salud 
financiera de Pluna, ya que eso surgía de sus estados contables. Básicamente, entendemos que había 
expectativas de que la empresa siguiera funcionando y por eso se le dieron créditos. Entonces, si 
hubiéramos visto esta situación no nos habría llamado la atención. 


Por otra parte, quiero recordar que dentro de los deudores de Ancap, el crédito a Pluna 
representaba el 4% o 5%. El auditor no tiene que revisar todas las operaciones porque sería imposible 
hacer una auditoría y terminarla en tiempo. Entonces, dentro de los conceptos de manejamos hay una 
idea de materialidad, por la que no tenemos que ver todos los errores que pueda haber en un balance 
sino solo aquellos que sean significativos. En consecuencia, el auditor no revisa todas las operaciones. 
En primer lugar, Ancap tenía que juzgar la cobrabilidad de la operación y, luego, nosotros también 
teníamos que hacerlo. En marzo del 2012, firmamos el dictamen del 2011 y en ese momento no 
teníamos indicios de que esa deuda pudiera ser incobrable y, por lo tanto, no pedimos al cliente que 
constituyera una previsión para incobrabilidad. Haciendo una analogía, podemos recordar que en 
varios años hicimos esto con Alcoholes del Uruguay porque para nosotros había una deuda incobrable 
que no se previsionaba. Entonces, calificamos la opinión o pedimos un ajuste. Reitero que, en este 
caso, cuando firmamos no había indicios de que esta deuda ¡iba a ser incobrable. A nuestro juicio, la 
incobrabilidad de Pluna no se debió al accionar de los acreedores. En la facultad nos enseñan a juzgar 
la cobrabilidad de un crédito en función de determinados parámetros que surgen de los estados 
contables. El patrimonio negativo y las pérdidas de Pluna ya existían cuando le dieron el crédito y luego 
pasaron ocho o diez años con sucesivas refinanciaciones que seguían resultando en un patrimonio 
negativo y en pérdidas. En consecuencia, la salud y el futuro de la compañía dependía de que los 
accionistas aportaran o no. En la facultad no enseñan a prever si una compañía puede liquidarse con 
una acción judicial de los acreedores que entran en cesación de pago. A nuestro juicio Pluna dejó de 
funcionar porque un día los accionistas, es decir, el Estado decidió no seguir poniendo dinero en ese 
proyecto. Esto no era algo que pudiésemos prever como auditores. Estoy explicando que nuestro rol no 
era detectar si los cheques que aceptaban eran a 30 o a 180 días —ese no es el rol del auditor—, sino 
analizar si las previsiones eran razonables. Entendimos que, a marzo de 2012, las previsiones 
existentes a diciembre de 2011 eran razonables de acuerdo con los datos que surgían de la realidad. 
No había otros elementos que nos hicieran pedir que se previsionara ese crédito. 


SEÑOR DELGADO.- Puedo deducir de sus palabras que los controles para mitigar el riesgo no eran 
suficientes. 


SEÑOR FRY.- Entendemos que había debilidades en algunos controles. 
SEÑOR DELGADO.- ¿Se refiere a los controles Ancap? 

SEÑOR FRY.- Sí; a los controles para el riesgo de crédito. 

SEÑOR DELGADO.- El señor Fry, ¿puede profundizar en ese tema? 


SEÑOR FRY.- Básicamente, como decía, a Pluna le dieron crédito cuando tenía patrimonio negativo y 
pérdidas; ocurría esto durante todo el período. No sé si esta situación se dio por debilidad en los 
controles o porque existía una decisión política —una política de Estado— de promover la aeronáutica 
nacional. No estoy en condiciones de responder. 


SEÑOR DELGADO.- El señor Fry hizo referencia a que había debilidades en los controles de Ancap 
para mitigar la exposición al riesgo de crédito. ¿Cuáles entiende el señor Fry que eran las debilidades? 


SEÑOR FRY.- En la facultad, ante la pregunta ¿puedo prestar dinero a alguien que está sufriendo 
pérdidas y que tiene patrimonio negativo? La respuesta será no. Si nos atenemos a esto, tenemos que 
decir que había una debilidad, pero si se argumenta que había una política aeronáutica nacional para 
promover el empleo, ahí estamos ante consideraciones más generales. 


SEÑOR DELGADO.- No estoy aludiendo a términos académicos —es decir, sobre lo que enseña la 
facultad—, sino a aspectos administrativos porque los controles están procedimentados. De alguna 
forma, hay todo un protocolo en cuanto a los controles, como los auditores internos, la intervención del 
Tribunal de Cuentas y los auditores externos. En este caso, había una política en relación a las 
empresas —de las cuales Ancap era proveedor-—, con respecto al cobro, así como a los límites del 
riesgo de crédito o al cobro de obligaciones. En ese caso, ¿se estableció una política vinculada al 
riesgo de crédito? ¿No estaba establecida? ¿Fue observada? 


SEÑOR FRY.- Entendimos que había cierta debilidad en los controles, y se lo comunicamos a Ancap, 
básicamente referida al seguimiento y a la documentación de los créditos. 


SEÑOR DELGADO.- ¿Eso se lo comunicaron formalmente a Ancap? 
SEÑOR FRY.- Si, lo comunicamos formalmente. 

SEÑOR DELGADO.- ¿En una nota? 

SEÑOR FRY.- Sí, se lo comunicamos por escrito. 


SEÑOR DELGADO.- ¿Se puede acceder a esa nota? El señor Fry ¿sería tan amable de enviarla a la 
Comisión? 


SEÑOR FRY.- Sí, señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay más preguntas para formular, agradecemos al contador Fry por su 
comparecencia en el día de hoy. 


Se levanta la sesión. 


(Son las 13:24). 
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